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INTERVENCIÓN DEL REPRESENTANTE PERMANENTE DE MÉXICO EN LA PRESENTACIÓN DEL INFORME ANUAL DEL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO CORRESPONDIENTE AL AÑO 2002

Señora Presidenta,

Excelentísimo Señor Brynmor T. Pollard, Presidente del Comité Jurídico Interamericano,

Distinguido Vicepresidente del Comité, Dr. Carlos Manuel Vásquez,

El año 2002 será recordado por la riqueza jurídica de los esfuerzos de diversas instancias de la Organización de los Estados Americanos. El desarrollo progresivo del derecho internacional, a través de la celebración de nuevos tratados, leyes modelo, resoluciones y Declaraciones, vinieron a enriquecer nuestro de por sí rico, acervo jurídico interamericano. El Comité Jurídico Interamericano no permaneció ajeno a este desarrollo sino que fungió como germen de numerosas iniciativas y orientó otras hacia su consolidación.

Señora Presidenta, 
México siempre ha manifestado su reconocimiento al trabajo y seriedad del Comité Jurídico Interamericano. Grandes juristas mexicanos se han enriquecido con la experiencia de participar como miembros y han aportado la visión que desde mi país tenemos del derecho internacional, tanto público como privado. En 2002 el Comité despidió como miembro, a un diplomático mexicano de gran valía, el Embajador Emérito Sergio González Gálvez, quien con una aproximación singular a los temas de derecho internacional siempre favoreció la reflexión y profundización en el estudio de la ciencia jurídica. Nuestro agradecimiento y reconocimiento a quien fuera maestro de muchas generaciones de diplomáticos mexicanos.

Señora Presidenta,

En el año del informe que nos ocupa los Estados Miembros de la OEA adoptamos en Bridgetown, con la aportación destacada del Comité Jurídico Interamericano, la Convención Interamericana contra el Terrorismo; instrumento jurídico que será, seguramente, fuente de referencia jurídica a nivel internacional, ya que con un modelo novedoso, actualiza y ordena los diferentes instrumentos jurídicos existentes en la materia, al tiempo que le da a la lucha contra el terrorismo por parte de los Estados, el indispensable contenido de preservación del Estado de Derecho, de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario.

Como Presidente del Grupo de Trabajo de la Convención, fui recibido por el Comité Jurídico Interamericano, lo cual me sirvió como inspiración y me indicó que el grupo finalizó sus trabajos por un camino correcto, adoptando el enfoque jurídico nuevo para el acervo jurídico interamericano, ya que incluye la figura del reenvío en la Convención a disposiciones de otros 10 instrumentos internacionales. La Convención Interamericana contra el terrorismo se erige, en términos de la Convención de Viena de 1969, como el más reciente tratado en la materia de toda una serie de tratados internacionales sucesivos, por lo que sus disposiciones se aplicarán cuando entre en vigor, a los tratados anteriores. Aquí encontramos su relevancia.

Señora Presidenta,

El Hemisferio se prepara para definir el próximo mes de mayo en la Conferencia Especial de Seguridad, una nueva concepción de la seguridad en el Hemisferio.

El pasado mes de agosto tuve una vez más la oportunidad de sostener un intercambio de ideas con los miembros del Comité, los cuales me expresaron sus puntos de vista sobre la nueva dimensión de la seguridad en el Hemisferio. Tengo el agrado de informarle, Presidente Pollard, que los Estados del Hemisferio nos encontramos en una etapa bastante adelantada de los trabajos hacia la definición del producto final de la Conferencia, que será, según ya lo hemos decidido,  una Declaración Política. 

Esperamos más adelante contar con el aporte siempre preciso y sustantivo del Comité Jurídico Interamericano a este respecto. Como Presidente de la Comisión de Seguridad Hemisférica, propondré a los Estados miembros, que el primer proyecto de Declaración, una vez que sea presentado, pueda ser sometido de inmediato a la consideración del Comité para su sesión de primavera de 2003, bajo el tema ya incluido en su agenda Aspectos jurídicos de la Seguridad Hemisférica.

Señora Presidenta,

Por lo que se refiere a los temas abordados en la agenda del Comité en 2002, destaca la celebración en Washington de la VI Conferencia especializada de derecho Internacional privado CIDIP VI. En dicha Conferencia, el experto mexicano, ex Presidente del Comité Jurídico Interamericano, Dr. José Luis Siqueiros, presidió la Comisión II sobre el tema “los Contratos de Préstamos Internacionales de Naturaleza Privada y, en particular, la Uniformidad y Armonización de los Sistemas de Garantías Mobiliarias, Comerciales y Financieras internacionales”, teniendo como resultado la Ley Modelo Interamericana sobre Garantía en las Transacciones, de la cual se espera que “reduzca el costo de los préstamos, y...facilite el comercio internacional y las inversiones en la región, así como que sea de ayuda a las pequeñas y medianas empresas de todo el Hemisferio.” 

El Gobierno de México continuará apoyando el desarrollo progresivo del derecho internacional privado, lo cual ha demostrado su eficacia para acercar los diferentes sistemas jurídicos en nuestro Hemisferio en tiempos de la integración económica y comercial que anhelamos y adaptando el panorama legal a instrumentos homogéneos que den certeza jurídica a nuestras dinámicas relaciones comerciales. En este sentido, Señora Presidenta, apoyamos la convocatoria y trabajo hacia la CIDIP VII, proceso que esperamos, no se lleve tantos años de preparación como la CIDIP VI.

Por lo que se refiere al documento de análisis que le fue solicitado al Comité Jurídico Interamericano por la Asamblea General, para contribuir en los trabajos del Consejo Permanente relativos a la elaboración de un proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y toda Forma de Discriminación e Intolerancia, México manifestó al responder al cuestionario circulado para el efecto, que resulta fundamental promover la elaboración de una nueva convención, considerando que en muchos países del Hemisferio no existen las instancias adecuadas para atender este grave problema. 

Tanto en el ámbito nacional como en el internacional, México ha promovido la adopción de normas y medidas que reflejen la importancia de este tema. Nuestra participación activa en la Conferencia de Durban en el 2002, así como la reciente aceptación de la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de las Naciones Unidas (CERD) para examinar comunicaciones, reflejan ese compromiso. Por esa razón, el apoyo a una convención interamericana puede constituir otro esfuerzo adicional para hacer frente al racismo e intolerancia en el mundo y, desde luego, en el hemisferio, preocupación que compartimos con Comité Jurídico Interamericano.

México estima que una convención regional sobre el tema no necesariamente duplicaría otros instrumentos sino que, por el contrario, podría fortalecer los esfuerzos universales en la materia, siempre y cuando, el instrumento interamericano no establezca estándares diferentes o inferiores a los ya existentes. En este último sentido, coincidimos con el enfoque del CJI en que es necesario asegurar previamente que una posible convención interamericana sobre esta materia sea compatible con las convenciones existentes,  a fin de evitar problemas de interpretación o aplicación frente a tratados que ya se encuentran en vigor. 

Consideramos que algunos de los aspectos adicionales que una convención interamericana contra el Racismo y Toda Forma de discriminación e Intolerancia puede aportar al derecho internacional tienen que ver con algunos tipos novedosos de racismo y discriminación por el uso indebido de las nuevas tecnologías de comunicación para promover la discriminación racial, la xenofobia y la intolerancia. Asimismo, al abordar la discriminación, ésta debe entenderse en un sentido más amplio para incluir aspectos, por ejemplo, como la discriminación que se presenta por la condición migratoria de los trabajadores para el goce pleno de algunos derechos fundamentales así como para el acceso al trabajo, salud, educación. 

Señora Presidenta, 

Respecto al tema de los carteles en el ámbito del Derecho de la Competencia en las Américas, la mayoría de los Estados Americanos hemos realizado un gran esfuerzo por lograr una amplia regulación hacia el interior de nuestras fronteras.

En el caso de mi país, el interés en el tema, se refleja en la Ley Federal de Competencia Económica, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 1992, la cual, en su Artículo 16 regula las “concentraciones”, entendidas éstas como la fusión, adquisición del control o cualquier acto por virtud del cual se concentren sociedades, asociaciones, acciones, partes sociales, fideicomisos o activos en general realizado entre competidores, proveedores o clientes o cualesquiera otros agentes económicos, cuyo objeto sea disminuir, dañar o impedir la competencia; definición que se asemeja a la que de cartel da el Dr. Joao Grandino Rodas, al señalar que se trata de “una asociación a la que se llega mediante acuerdo entre un grupo de compañías, destinada a impedir la competencia”.  De esta manera se puede observar que al interior de los Estados existe una amplia regulación sobre el tema.  Es por ello que se estima conveniente buscar los medios para llegar a acuerdos de cooperación entre los Estados Americanos y, de esta manera, erradicar los efectos transfronterizos que estos carteles ocasionan.

Señora Presidenta,

El perfeccionamiento de la Administración de Justicia en las Américas es un tema que tiene toda nuestra atención y en el que el Presidente Pollard funge como relator. México tiene la firme convicción de la necesidad de velar por el mejor acceso a la justicia de los ciudadanos, en especial en los términos adoptados por la Tercera Cumbre de las Américas y que fuera abordado por la IV Reunión REMJA. México señala que más que buscar “métodos alternativos de resolución de conflictos en los sistemas de justicia de los países americanos”, como lo señala el relator del tema, se estima conveniente buscar la forma de desarrollar los mecanismos de acceso a la justicia ya existentes al interior de cada Estado, de tal suerte que se logre el acceso de toda persona a un recurso sencillo, rápido y efectivo ante los tribunales nacionales competentes (Artículo 25 de la CADH), es decir, lograr que no sólo se garanticen estos derechos en un documento escrito, sino que sean efectivos y eficaces y que estén al alcance de todo individuo.

Señora Presidenta,

México estima que el diálogo y la retroalimentación entre el Comité Jurídico Interamericano y las reuniones de REMJA es necesaria. En este sentido, México solicita al Comité Jurídico Interamericano, como cuerpo consultivo de la OEA en asuntos jurídicos y con fundamento en el párrafo dispositivo 8 de la resolución de la Asamblea General AG/RES1844 (XXXII-O/02), que lleve a cabo un seguimiento sustantivo y puntual de los compromisos adoptados por los Estados en la REMJA, por el método que mejor le convenga, aunque respetuosamente se sugiere que podría ser designando un Relator para tal propósito. 

El Relator del Comité sobre los avances de la REMJA analizaría los avances y fomentaría el cumplimiento de las prioridades que nuestros Ministros y Procuradores de Justicia han establecido. Mucho agradecería al Presidente Pollard, que en los trabajos subsecuentes sobre el tema, el Comité tome en cuenta la necesidad de establecer esta instancia de seguimiento de los compromisos de las REMJA, el cual no se lleva a cabo actualmente de una manera eficiente. Esta propuesta será presentada para ser incluida en el proyecto de resolución sobre el Comité Jurídico Interamericano de la XXXIII Asamblea General de la OEA.

Respecto al tema de la corrupción, Señora Presidenta, que el Comité abordó durante el año pasado, resulta conveniente que el tema continúe escrito en el orden del día del Comité para su mayor profundización y progreso. De la primera ronda de análisis de los casos nacionales del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, se ha desprendido una serie de problemas jurídico-constitucionales, especialmente para algunos estados federales, que podrían ser abordados por los miembros del Comité. Estos problemas se deben básicamente al carácter de soft law del Documento de Buenos Aires que instaura el Mecanismo, el cual como recordará, no tiene fundamento expreso en la Convención. 

México se congratula y agradece al Comité Jurídico Interamericano por el contenido de la resolución CJI/RES.37 (LX-O/02) mediante la cual adoptó su decisión de incluir el tema de la Corte Penal Internacional en la agenda de la V Reunión Conjunta con Asesores Jurídicos de los Ministerios de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros de la OEA, atendiendo a la solicitud que le formulara la Asamblea General en junio pasado, en Barbados.

México reconoce en la Corte Penal Internacional el mayor esfuerzo consolidado de la comunidad internacional para evitar que persistan las graves violaciones al derecho internacional humanitario y al derecho internacional de los derechos humanos, y para evitar también, la impunidad de sus perpetradores. 

Por ello, resulta de suma importancia en la actualidad, que se realicen esfuerzos conjuntos entre los Estados Miembros y los órganos especializados del Sistema Interamericano, como el Comité Jurídico Interamericano, a fin de analizar estos y otros mecanismos que tengan objetivos similares.

En particular con respecto a la Corte Penal Internacional, México estima que los trabajos del Comité deben orientarse a temas que respondan a las necesidades más urgentes y reales de los Estados Miembros y de los órganos políticos de la OEA, por lo que no sería urgente que realice, en este momento,  un estudio sobre este tema, debido a que no se han presentado elementos que sean desconocidos para los Estados en relación con la Corte.  Además, se estaría cayendo en una duplicación innecesaria de esfuerzos que ya han sido o están siendo analizados en los foros correspondientes, en este caso, la Asamblea de los Estados Partes. Cabe recordar también que el propio Estatuto establece la posibilidad de revisarlo en un plazo de siete años después de su entrada en vigor. 

Por otra parte, ya son 89 los Estados que han ratificado el Estatuto de Roma, de los cuales 19 son Estados Americanos, con plena conciencia de la necesidad de realizar las reformas necesarias para lograr su efectiva implementación hacia el interior de los mismos.  Este aumento considerable del número de ratificaciones, marca un cambio en la actitud de la comunidad internacional respecto a la responsabilidad individual o personal como reflejo de la idea de una justicia global y de la lucha contra la impunidad.

Finalmente Señora Presidenta, quisiera hacer un reconocimiento al Comité por la extraordinaria organización del Seminario de Derecho Internacional, el cual se destaca actualmente por ser uno de los mejores que se ofrecen a nivel mundial. Igualmente, hago votos por la riqueza de los trabajos del Comité en este año, al cual se integra un nuevo miembro mexicano, el distinguido jurista Alonso Gómez Robledo, a quien deseamos el mayor de los éxitos.                   

 Muchas gracias.
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